Expediente AR-40/2011
LAUDO  que dicta el Árbitro José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por D. XXXXX la entidad mercantil XXXXX.
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 22 de julio de 2011 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha solicitud de arbitraje suscrita por D. XXXXX, de la que cabe decir en un primer lugar que no quedaba del todo claro cuál o cuáles eran los actos, acuerdos, decisiones o resoluciones objeto de impugnación ni el órgano o los órganos sociales que pudieron dictarlos, procediéndose a la acumulación –según parece- de varias acciones en un mismo escrito de demanda.   
SEGUNDO: Una vez admitida a trámite la solicitud, se dio traslado de la misma a la cooperativa afectada, procediendo a su contestación con fecha 28 de octubre de 2011, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían. 
TERCERO: Las partes personadas en el presente procedimiento fueron convocadas para celebrar el 3 de mayo de 2012 la comparecencia prevista en el artículo 22.2 de Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, de los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa. 

Compareció el demandante personalmente, otorgando representación en ese instante a Dª XXXXX, provista de Documento Nacional de Identidad nº XXX, quien aceptó y asumió ese momento el referido encargo; por parte de la cooperativa compareció el Letrado XXXXX, en virtud de escritura de poder que constaba incorporada al expediente. 

En la referida comparecencia el reclamante procedió a ratificar íntegramente el contenido de la solicitud de arbitraje, fijando los términos de la cuestión litigiosa de la siguiente forma: en primer lugar, considerando vulnerado su derecho de información con la negativa por parte de la cooperativa a facilitarle determinados documentos relativos a la firma de un producto bancario; en segundo lugar, en la obtención de una mera declaración a incluir en el Laudo referente a la existencia de la diligencia debida en la firma de un contrato de Swap; y, en tercer y último lugar, en estimar no ajustada a derecho la negativa a admitir por parte de la cooperativa la reducción de la cuota de participación en el envase suscrita por el socio. Por su parte, la cooperativa ratificó asimismo de forma íntegra su escrito de contestación, apuntando en relación con la reducción del envase que éste se traduce en un compromiso de participación del socio en la actividad cooperativizada de la sociedad, del que se hacen depender las futuras inversiones a realizar y, respecto de la información relativa al producto bancario, se añade que la misma no se ha negado, aunque asimismo se añade que los acuerdos del Consejo Rector no entran dentro del derecho de información del socio.

En relación con la vista de conclusiones regulada en el artículo 25 del Decreto 72/2006, ambas partes acordaron efectuar el referido trámite por escrito. De tal forma, por parte del solicitante de arbitraje, se llevó a cabo con fecha 23 de mayo de 2012 mediante la presentación del oportuno escrito (si bien hasta el 30 de mayo siguiente no tuvo entrada en la Comisión de Arbitraje) en el que –ahora sí- quedaron claras las acciones que se acumulaban, es decir, quedaron definidas las pretensiones ejercitadas. Por parte de la entidad cooperativa, una vez que se le dio traslado del escrito anterior con el fin de respetar el orden procedimental de la propia vista de conclusiones, se cumplió con el referido trámite mediante la presentación del correspondiente escrito con fecha 6 de junio de 2012.  
FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 
SEGUNDO: Teniendo en cuenta que en la contestación a la solicitud de arbitraje se plantean diversas cuestiones de carácter previo, su análisis y estudio debe hacerse en todo caso antes de entrar a enjuiciar sobre el fondo del asunto. Ello es debido a que, si finalmente se estima alguna de ellas, conllevaría de forma necesaria la imposibilidad de entrar a analizar el fondo de la controversia que nos ocupa.

Con anterioridad se ha indicado que de la solicitud interpuesta se deduce la acumulación de varias acciones, si bien no todas las cuestiones previas planteadas afectan de igual forma a aquéllas. Por tanto, se ha estimado oportuno tratar por separado cada una, aunque sin seguir el orden con el que aparecen en el escrito de contestación. No obstante conviene hacer una primera observación, y es que hubiera sido preferible no proceder a la acumulación en un único escrito de demanda de las acciones que nos ocupan -aunque exista identidad de partes- , en primer lugar, porque su tramitación separada no hubiese conllevado en ningún caso la posible existencia de Laudos contradictorios o incompatibles al tratarse de pedimentos que no guardan entre sí relación alguna y, en segundo lugar, porque con ello fácilmente se hubiese ganado en claridad de argumentos y, por añadidura, en seguridad jurídica. A pesar de todo ello, es decir, con independencia de que las referidas acciones no nacen de un mismo título o se fundamentan en una misma causa de pedir, no es menos cierto que ha de tenerse muy presente el principio dispositivo del que gozan las partes personadas, mucho más en los procedimientos de carácter arbitral, en los que los defectos de forma deben considerarse de forma restrictiva. 


Teniendo en cuenta lo indicado en el párrafo precedente, conviene en este momento analizar la primera de las cuestiones previas alegadas en el escrito de contestación a la solicitud de arbitraje, concretamente la recogida en tercer lugar bajo el enunciado “FALTA DE FIJACIÓN DE LOS HECHOS DE LA CONTROVERSIA”. Tal y como hemos visto, atendiendo al principio antiformalista indicado con anterioridad, la cuestión planteada debería limitarse en este tipo de procedimientos a aquellos supuestos en los que fuera imposible saber lo que realmente se está pidiendo; dicho de otro modo, debería circunscribirse exclusivamente a aquellas situaciones en las que la parte demandada se vea imposibilitada por completo para conocer lo que se alega en su contra y defenderse de ello. En opinión del árbitro que suscribe, el artículo 17 del Decreto 72/2006 no hay que entenderlo de forma rigurosa y literal, sino que basta con que en la solicitud de arbitraje se ponga de relieve, aunque sea de forma poco concreta, lo que se reclama y por quién se reclama. Se alcanzarían con ello dos importantes logros: en primer lugar se conseguiría evitar, en la medida de lo posible, un excesivo dogmatismo que en nada favorece la resolución de los conflictos sometidos a arbitraje; y, en segundo lugar, le daríamos todo su sentido material al trámite regulado en el artículo 22 del Decreto 72/2006 relativo a la comparecencia de las partes para fijar los términos de la cuestión litigiosa. En cualquier caso es necesario insistir en que este criterio antiformalista en favor de la acción interpuesta no puede aplicarse en aquellos supuestos en los que es imposible conocer lo que se reclama, quién lo reclama o no se identifica correctamente a la persona contra la que se interpone la reclamación. 


Respecto de la solicitud de arbitraje objeto de estudio, hay que decir que de la misma se podían deducir no sólo cuáles era las pretensiones perseguidas, sino que también se citaban en sus Fundamentos de Derecho cuáles eran los preceptos legales o estatutarios que se consideraban infringidos. Por tanto, reunía unos mínimos requisitos de claridad y precisión que permitían decidir con seguridad y congruencia sobre la reclamación interesada, si bien es cierto que no se concretaba en un primer momento cuál o cuáles eran los actos o acuerdos objeto de impugnación ni el órgano o los órganos sociales que pudieron dictarlos. En cualquier caso sí que constaban relacionados los hechos de una forma sucinta o aproximada (lo suficiente como para no colocar a la parte contraria en franca situación de indefensión), pudiéndose determinar con exactitud en trámites posteriores el objeto real de la pretensión y su fundamentación jurídica.  
En consecuencia, no existe motivo suficiente para estimar la cuestión previa analizada.
TERCERO: Respecto de la firma del contrato de Swap con una entidad de crédito es necesario recordar que son dos las acciones que se acumulan: una primera en la que se alega la vulneración del derecho de información que asiste al socio sobre los datos y los documentos relativos a este producto bancario, y una segunda referida a la obtención de una resolución mero declarativa sobre la existencia o no de la debida diligencia a la hora de contratar el referido producto financiero. 


Por parte de la cooperativa demandada se alega en este punto, como cuestión de previo pronunciamiento, que EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN SOCIAL DE RESPONSABILIDAD CONTRA LOS ADMINISTRADORES ES UNA CUESTIÓN EXCLUIDA DEL ARBITRAJE. De lo anterior se deduce, por tanto, que la posible vulneración del derecho de información que se acumulaba en la acción ejercitada debe quedar fuera de la cuestión previa alegada, siendo necesario entrar sobre el fondo de la misma más adelante. Y llegados a este punto, es necesario dar la razón a la entidad cooperativa por los motivos que seguidamente se indican.

En opinión del árbitro que suscribe el presente Laudo, la acción mero declarativa no puede existir como tal si no se da una verdadera necesidad irresoluble, es decir, si no se ostenta un auténtico interés en evitar la falta de certidumbre en torno a una determinada relación jurídica y, a la vez, no dispone el actor de ningún otro medio de tutela para ello. Al no pretenderse –por decirlo de alguna manera- la condena del contrario sino que se declare o califique una determinada relación puesta en duda, no sólo es exigible la existencia de un determinado comportamiento a calificar sino también una necesidad real de tutela de quien interpone esta acción. Por tanto, se podría decir que no nos encontramos ante un derecho ejercitable sin más, con independencia de que forme parte intrínseca del derecho constitucionalmente reconocido a la tutela efectiva, sino de un derecho a obtener ésta pero atendiendo a los cauces procedimentales existentes y conforme a la ordenación legalmente establecida, de tal forma que dicha declaración debe realizarla el órgano competente en cada momento. En consecuencia, no es admisible la solicitud de una mero declarativa cuando existen –como en el presente caso- otras herramientas o vías para poner inmediatamente fin al estado de incertidumbre invocado,  y que en el presente caso se refiere a la necesidad de conocer si existió o no la debida diligencia en la contratación de un determinado producto bancario.

Por otra parte hay que decir que la solicitud de esa resolución mero declarativa sobre la diligencia a la hora de contratar un producto financiero, en contra de lo alegado por el reclamante, sí está incardinada dentro del ejercicio de la acción social de responsabilidad contra los administradores de la cooperativa. De hecho, la obtención de esa declaración de falta de diligencia carece de toda utilidad práctica si la consideramos en sí misma como acto independiente y autónomo debido a su carácter meramente instrumental de la acción de responsabilidad. En consecuencia, tiene razón el representante de la entidad cooperativa cuando alega que el objeto de la controversia en este punto debe quedar al margen de los procedimientos arbitrales; efectivamente, el artículo 2.3.c) del Decreto 72/2006, de 30 de mayo, excluye de su ámbito las materias sobre las que las partes no tengan poder de disposición –como la que nos ocupa-, y la acción de responsabilidad contra los miembros del Consejo Rector (dentro de la cual debe entenderse incluida la obtención de la resolución mero declarativa solicitada, tal y como se ha indicado) deberá entablarse por la propia sociedad, previo acuerdo de la asamblea general, según lo previsto en el artículo 64 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha. Por tanto, al hilo de lo indicado en el párrafo precedente in fine, el socio dispone de otros mecanismos o procedimientos en los que plantear lo solicitado, previstos en el apartado 2º del artículo 64 citado anteriormente, y que pasan necesariamente por la petición de convocatoria de la asamblea en la que decidir la interposición o no de la acción social de responsabilidad contra los miembros del órgano de administración.

En conclusión, nos encontramos ante una materia excluida del arbitraje y, por tanto, debe estimarse la excepción planteada por la cooperativa demandada.

CUARTO: La siguiente cuestión previa objeto de estudio es la identificada en la contestación a la demanda bajo el tenor literal “FALTA DE LEGIMITACIÓN DEL DEMANDANTE PARA INTERPONER UNA ACCIÓN DE ANULABILIDAD DE ACUERDO DEL CONSEJO RECTOR”. Atendiendo los principios antiformalista y pro actione que caracterizan los procedimientos de carácter arbitral, tal y como se ha indicado en el Fundamento de Derecho Segundo del presente Laudo, una cuestión de previo pronunciamiento como la analizada en este momento no podría prosperar si existiera alguna posibilidad interpretativa que permitiera rechazarla –por pequeña que ésta sea-, debiendo regir en su apreciación un criterio restrictivo. 

Dejado sentado lo anterior, la solución a esta cuestión debe partir ineludiblemente, a la vista por una parte de las alegaciones efectuadas por el solicitante de arbitraje en su escrito de demanda y, por otra, de que lo que se impugna es el acuerdo del Consejo Rector de fecha 7 de junio de 2011, de analizar si éste debe tener la consideración de nulo o anulable. De ello va a depender reconocerle o no al demandante legitimación para el ejercicio de la acción de impugnación que nos ocupa ya que el artículo 68 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, la concede –legitimación, se entiende- a todos los socios en el caso de que el acuerdo sea nulo y al cinco por ciento de ellos si fuera anulable. No obstante, en el presente caso nos encontramos con la dificultad añadida de que, al tratarse en este momento de decidir sobre una cuestión de previo pronunciamento y no ser posible entrar a enjuiciar el fondo del asunto por ese preciso motivo, la calificación como nulo o anulable del acuerdo sólo puede partir objetivamente de los preceptos jurídicos que se indican infringidos en los escritos y alegaciones efectuadas por el solicitante de arbitraje a lo largo del procedimiento; de tal forma, si se afirmaran infringidos artículos de la Ley de Cooperativas habría que considerar a estos efectos el acuerdo impugnado como nulo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54 en relación con el 68 de la Ley, y considerarlo anulable si sólo se alega la infracción de preceptos de rango estatutario. No obstante, es necesario insistir en la idea de que dicha calificación no conlleva en este momento valoración alguna sobre el fondo del asunto.   

A la vista de todo lo indicado, y teniendo en cuenta el principio de apreciación restrictiva de las cuestiones previas en los procedimientos arbitrales, puede afirmarse que el demandante no sólo considera infringido en este punto el artículo 10 de los Estatutos Sociales (indicado expresamente en el escrito inicial) sino también el 34 de la Ley de Cooperativas, según se desprende de las alegaciones efectuadas a lo largo de todo el procedimiento, incluido el trámite de conclusiones. En consecuencia, denunciándose vulneración de preceptos de rango legal, cabe reconocerle al interesado legitimación para impugnar el acuerdo del Consejo Rector que nos ocupa, debiéndose insistir en que dicho reconocimiento no conlleva en este momento valoración alguna sobre el fondo del asunto. Por tanto, procede desestimar la cuestión previa planteada.
QUINTO.- La última cuestión de previo pronunciamiento que resta por estudiar es la que niega igualmente legitimación al demandante para impugnar el acuerdo por el que se rechaza su solicitud de reducción de la participación en la actividad cooperativizada. Afirma la parte demandada que el Consejo Rector asume la competencia exclusiva para resolver este asunto y que, por tanto, su decisión no puede ser objeto de recurso alguno.


Al igual que en el supuesto anterior, atendiendo al criterio restrictivo en la apreciación de estas cuestiones, ésta tampoco podría prosperar si existiera alguna posibilidad interpretativa para desestimarla, como así efectivamente ocurre. Si bien el artículo 10.3 de los Estatutos Sociales dispone expresamente que el Consejo Rector es el órgano que, si existe causa justificada, puede liberar de la obligación de participar en la actividad cooperativizada a cualquier socio, no se indica en el referido precepto que contra el citado acuerdo no quepa recurso alguno. Y este último requisito, es decir, la necesidad de que de forma expresa se establezca la imposibilidad de revisar las decisiones del Consejo Rector respecto de una materia determinada, debería quedar sobradamente cumplido al tratarse, en definitiva, de una causa que en el presente supuesto podría conllevar la inadmisibilidad de la solicitud de arbitraje. Por tanto, al no quedar expresamente cerrada la vía de la impugnación, tendremos que aplicar el artículo 68 de la Ley de Cooperativas, el cual admite la interposición de los recursos que correspondan contra los acuerdos del Consejo Rector, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 54 de la misma Ley. En consecuencia, el demandante ostenta legitimación suficiente para impugnar la negativa a la reducción de su cupo, debiéndose desestimar la cuestión previa planteada. 
SEXTO: Una vez tratadas todas las cuestiones de previo pronunciamiento, procede en este momento entrar a conocer sobre el fundo del asunto en relación con dos puntos no afectados por aquellas: la vulneración del derecho de información del socio respecto de la contratación de un producto financiero y la inadmisibilidad de reducción de cupo de envase.


Respecto de la primera cuestión, en la solicitud de arbitraje se indica que los días 7 de enero, 20 de abril y 24 de mayo de 2011 se solicitó copia certificada de los acuerdos del Consejo Rector relacionados con la firma de un producto bancario tipo Swap, recibiendo por respuesta de la cooperativa una carta fechada el 8 de junio en la que se niega el acceso a la documentación solicitada por no formar parte del contenido mínimo del derecho de información del socio.

Para dilucidar si realmente se ha producido o no vulneración del derecho de información es necesario conocer el contenido de éste, el cual viene dispuesto expresamente en el artículo 36 de la Ley. En consecuencia, si tenemos en cuenta que lo solicitado es información respecto de un determinado acuerdo adoptado por el órgano de administración, es el apartado 2.c) del artículo antes citado el que establece que, en estos casos, sólo se podrá facilitar información al socio en la medida en que el acuerdo le pueda afectar individual o particularmente. Por otra parte, el derecho de información que asiste a cada socio dentro de una cooperativa no tiene carácter ilimitado; es más, es necesario reconocerle a la propia sociedad determinados mecanismos con objeto de evitar intromisiones que pudieran ocasionar cierto desprestigio a la entidad en su conjunto o simplemente entorpecieran el normal funcionamiento de la sociedad, sobre todo cuando pudieran existir –como así parece en el presente caso- situaciones de conflicto en su seno. En definitiva, teniendo en cuenta todo lo anterior, puede concluirse afirmando que el criterio adoptado por el Consejo Rector en relación con este punto se ajusta a la normativa aplicable, no existiendo vulneración del derecho de información del socio ya que la firma del producto financiero que nos ocupa no cabe incluirla en ningún caso dentro del concepto que el propio artículo 36 de la Ley determina como afección “individual o particular”.
Además, de la documentación aportada al expediente arbitral se constata que a todos los socios se les ha facilitado suficiente información sobre el producto financiero Swap a través de las distintas Asambleas Generales celebradas. Así, en el acta de la Asamblea de fecha 27 de noviembre de 2010 –anterior incluso a la solicitud de información del producto bancario que nos ocupa y a la que asistió el solicitante de arbitraje- consta en su punto 4 un detallado informe en relación con el producto firmado, en qué consistía el mismo,  cuando se firmó y las circunstancias que lo rodearon; asimismo, en la reciente Asamblea de 14 de abril de 2012 se informó a todos los socios de los últimos acontecimientos acaecidos en relación con la operación que nos ocupa, de las gestiones realizadas hasta la fecha por el Consejo Rector ante distintos organismos y de las opciones con las que a partir de ese momento cuenta la cooperativa para defender sus intereses. En consecuencia, se ha proporcionado a los socios en los últimos meses una más que detallada y suficiente información sobre el producto financiero que nos ocupa, careciendo por tanto de fundamento la alegación relativa a la vulneración del derecho de información efectuada por el solicitante de arbitraje, aunque a éste le pudiera parecer insuficiente.
SÉPTIMO: En último lugar, resta tan sólo por analizar la decisión del Consejo Rector de rechazar la solicitud de dispensa para no cubrir la totalidad del envase que tiene sucrito con la cooperativa el solicitante de arbitraje. 
Conviene decir en un primer lugar que, de entre las obligaciones que asume ineludiblemente el socio cuando entra a formar parte de una cooperativa, destaca la de participar en las actividades que constituyen el objeto de la misma, tal y como establece el artículo 33.c.) de la Ley 11/2010, de cooperativas de Castilla-La Mancha; más concretamente, en relación con las cooperativas agrarias, el mismo texto legislativo citado añade en su artículo 130.7 que los estatutos establecerán los módulos y formas de participación de los socios en las actividades cooperativizadas. Centrándonos en el supuesto que nos ocupa, son los propios estatutos de la entidad demandada los que concretan en su artículo 10.3 en qué consiste la actividad cooperativizada que todos los socios están obligados a cumplir, consistente en “la producción de uva (…) provenientes de las explotaciones de que sea titular el socio, suficientes para cubrir la totalidad del envase que el socio tenga suscrito en la cooperativa”. De lo anterior se desprende que el compromiso asumido por cada socio a través de la figura del “envase” adquiere tal relevancia que de él  se hace depender la propia actividad de la cooperativa y, por extensión, el cumplimiento a su vez de los compromisos que ésta pudiera haber suscrito (por ejemplo con la amortización de préstamos o de inversiones). Dicho de otro modo, si como principio fundamental de las sociedades mercantiles nos encontramos con que los socios deben hacer frente a las obligaciones económicas contraídas por la sociedad de la que forman parte, en el caso de las cooperativas agrarias es a través del envase la forma en la que se establece el reparto proporcional de esas obligaciones entre aquéllos.
Teniendo en cuenta todo lo anterior, está más que justificada la negativa del Consejo Rector, como órgano de gestión de la entidad y encargado de velar por el cumplimiento de los acuerdos previamente adoptados, a admitir la dispensa de reducción en la participación de la cuota del envase del solicitante de arbitraje. Como bien se indica en el escrito de contestación, las instalaciones de la cooperativa “se dimensionan en función del envase suscrito por los socios (uso potencial que van a dar a la Sociedad Cooperativa)”, lo que viene a significar que ese envase genera unos gastos en relación con la amortización de préstamos y de instalaciones que el socio se había comprometido a asumir. Como fácilmente se puede comprender, si lo que se pretende es asegurar la propia viabilidad de la cooperativa, el cumplimiento de esas obligaciones no puede quedar al arbitrio de circunstancias tan imprevisibles como el aumento o disminución de la cosecha en un determinado año, sobre todo cuando el socio cuenta con otras alternativas para que no tenga que asumir los gastos del envase que tenga suscrito si razones circunstanciales no se lo permiten (por ejemplo transferirlo a un tercero).
En cualquier caso, aunque en el Fundamento de Derecho Quinto del presente Laudo se admite legitimidad al socio para impugnar la decisión del Consejo Rector que nos ocupa atendiendo al principio general del derecho de que lo no prohibido (en este caso la interposición del correspondiente recurso) debe entenderse permitido, también es cierto que esa impugnación debe ir acompañada de un suficiente material probatorio que sirva para acreditar la existencia de razones – y no meramente coyunturales – que justifiquen la dispensa para no cubrir la totalidad del envase, algo que en el presente caso no se produce.
Por tanto, cabe desestimar asimismo este segundo motivo de impugnación.


Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL

Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por D. XXXXX contra la entidad mercantil XXXXX, y declararse expresamente:

Primero.- Que no existe vulneración del derecho de información del socio en relación con la firma de un producto financiero Swap, constando acreditado en el expediente que a los socios se les han facilitado suficientes datos en cuanto a la firma del referido producto, en qué consistía, las circunstancias que rodearon su contratación, el coste que ello supone para la entidad, las acciones emprendidas en defensa de los intereses de la cooperativa y las alternativas que a día de hoy se presentan.

Segundo.- Que es ajustada a derecho la decisión del Consejo Rector de rechazar la solicitud de dispensa para no cubrir la totalidad del envase que tiene sucrito con la cooperativa el solicitante de arbitraje, sin que exista causa que pueda justificar tal dispensa.

El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje. 
En Toledo, a 12 de julio de 2012
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
